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Estudio de caso 
en la Cuenca de la Laguna de Mojanda, Imbabura 
Ecuador 
El documento que se presenta a continuación explica los resultados de uno de los estudios de caso del 
Proyecto “Mejora de las Politicas de Apoyo para el Desarrollo Sostenible de Las Montaña”, desarrollado 
en la Cuenca de la Laguna de Mojanda, Imbabura en Ecuador. 
El estudio tuvo el siguiente objetivo en particular:  
“Identificar y analizar las fortalezas y debilidades de los diferentes actores sobre las políticas de uso y 
conservación de los recursos naturales renovables en montañas de los Andes, especialmente agua, 
suelo y bosque mediante un estudio de caso en la Cuenca de la Laguna de Mojanda, Imbabura en 
Ecuador”. 
Y en general se busco dar contestación a las siguientes preguntas: 
• ¿Cuáles son los objetivos de la política agraria y de desarrollo rural a nivel nacional, regional y 
local, referentes especialmente al uso de los recursos naturales? 
• ¿Cómo tratan las políticas las especificidades del tema de montañas: fragilidad, inaccesibilidad, 
marginalidad y diversidad? 
• ¿Cómo han impactado las políticas en la sobre vivencia de las comunidades y en el medio 
ambiente? 
• ¿Qué elementos de las políticas han facilitado desarrollos positivos y cuáles han frenado el 
desarrollo o generado impactos negativos? 
La información secundaria fue obtenida entre otras fuentes de publicaciones realizadas por el Ministerio 
de Agricultura, el Ministerio del Ambiente,  las Universidades y otros organismos de investigación. Se 
llevó a cabo un análisis de las principales leyes relacionadas con el desarrollo rural y el manejo de 
recursos naturales renovables, dando énfasis a aquellas que se relacionan más estrechamente con los 
problemas de las montañas. Las leyes seleccionadas se analizaron de acuerdo a los incentivos y 
sanciones (monetarias y no monetarias) que ofrecen a la población rural andina.  
Se levantaron 300  encuestas entre los pobladores de la cuenca alta, media y baja en Imbabura, los 
cuales pertenecen a diferentes estratos sociales y distinto género.  Se llevaron a cabo 18 entrevistas a 
diferentes personas expertas en la zona del estudio de caso y en Quito , quienes contribuyeron a 
clarificar los mecanismos de formulación y ejecución de las medidas de política, la problemática existente 
y el contexto dentro del cual se aplican o no las normas. 
La información de las encuestas fue validada y complementada con la realización de talleres de 
discusión, en el cual se utilizaron entre otras, herramientas de diagnóstico rural participativo. 
Los Ministerios del Ambiente y de Agricultura como parte del ejecutivo son los entes rectores en la 
formulación, ejecución y evaluación de las políticas de recursos naturales y ambiente y de desarrollo 
agrario en el país. A nivel regional el gobierno provincial y a nivel local los gobiernos cantorales o 
municipales  tienen espacio para formular y ejecutar algunas medidas de impulso al desarrollo rural, 
sobretodo en el área de la infraestructura. 
I. Características del sector 
En Ecuador se diferencian tres categorías de Unidades Productivas (UPAs) de las 842.882: familiares de 
subsistencia (52.7%, principalmente en la SIerra),  empresariales tradicionales (42.8%) y empresariales 
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de ‘punta” (4.5%). La agricultura de la Costa tiene mayores índices de productividad y el tamaño de los 
predios es mayor. 
En el sector de los recursos naturales1 se tiene que anotar que el Ecuador es  considerado como el 
primer país mega-diverso del mundo, el segundo país en diversidad de vertebrados endémicos por 
unidad de territorio y con abundante provisión de agua, proveniente de la precipitación y de los deshielos 
de sus picos nevados. 
En el Ecuador, los bosques ocupan la mitad de todo el territorio nacional (130.002 Km2). Según datos de 
la FAO (2004), la frontera agrícola creció en 104 por ciento entre 1961 y el 2004, en parte como 
resultado de la reducción de 26 por ciento de los bosques y la extensión de cultivos en tierras de 
páramo, humedales naturales sobre los 4.000 metros de altura”2 . Por otro lado, se estima que alrededor 
de 31.5 millones de hectáreas de suelos enfrentan procesos de degradación y que la mayor parte se 
localiza en la Sierra (Southgate & Whitaker, 1994). 
En valores económicos la actividad agraria ha tenido un crecimiento relativamente importante pero 
inestable “basado notablemente más en aumento físico de las producciones que en el de la 
productividad o los precios”, “se habría registrado una contundente disminución real de los precios 
percibidos por los agricultores”3, lo cual no es un fenómeno exclusivo del Ecuador, sino es común de las 
agriculturas campesinas sub equipadas de los países en desarrollo, que continúa desde hace más de 50 
años y trae como consecuencia principal la disminución de su poder adquisitivo y menor capacidad por 
tanto para invertir en aperos más eficaces, compra de semillas fertilizantes y plaguicidas (FAO 2001)4. 
La agricultura representa aproximadamente un 12% del PIB y ocupa un tercio de la PEA. 
II. Instituciones de la política agraria 
Ministerio del Ambiente 
El Ministerio del Ambiente es el organismo del Estado ecuatoriano encargado de diseñar las políticas 
ambientales y coordinar las estrategias, los proyectos y programas para el cuidado de los ecosistemas y 
el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. Propone y define las normas para conseguir la 
calidad ambiental adecuada, con un desarrollo basado en la conservación y el uso apropiado de la 
biodiversidad y de los recursos con los que cuenta nuestro país. La Ley de Gestión Ambiental y las 
Estrategias “Ambiental para el Desarrollo Sustentable del Ecuador” y de “Biodiversidad”  son las guías 
del accionar del Ministerio. 
Otra institución importante en el sector de los recursos naturales es el Consejo Nacional de Recursos 
Hídricos (CNRH), cuyos objetivos son: Difundir las políticas y estrategias sobre la gestión integrada de 
los recursos hídricos, Planificar de manera integral y por cuenca hidrográfica el uso y manejo de los 
recursos hídricos con la participación de todos los usuarios, Impulsar el estudio y aprobación de reformas 
a la Ley de Aguas, Realizar el otorgamiento de concesiones para el aprovechamiento del agua, de 
manera técnica, oportuna y con equidad y Proteger y controlar la calidad del agua. 
                                                 
1 Ministerio del Ambiente. Página Web: http://www.ambiente.gov.ec/paginas_espanol/4ecuador/biodiversidad.htm 
2 Rohn, F. La cuestión rural agraria en el Ecuador: Búsqueda de sociedades democráticas 
En tiempos globalizados. CAAP. Quito. 
3 En el mismo sentido, luego de varios cálculos económicos el autor referido llega a la conclusión que una pequeña 
explotación (menores de 5 has) estaría produciendo como beneficio 723 dólares anuales, mientras que las grandes 
17.021. 
4 El trabajo en mención es del Prof. Marcel Mazoyer, quien encuentra además una relación directa entre pobreza, 
ampliación de la frontera agrícola y erosión de los suelos debido a los bajos precios que reciben los productos 
agropecuarios en el mercado, sugiere por tanto incrementar de manera gradual dichos precios para facilitar las 
reinversiones a la par de ofrecer subvenciones por medio de bonos a las poblaciones vulnerables 
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Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) 
La misión del MAG es regir las políticas agropecuarias del país a través de la dirección, gestión, 
normatividad y capacitación de los Sectores Agropecuario, Agroindustrial y Agroforestal ecuatorianos. El 
MAG ha establecido las políticas de Estado para el sector Agropecuario 2006-2016, entre las que se 
destacan: El fortalecimiento de la institucionalidad del sector público y privado, El desarrollo de la 
agroindustria, mercados y sistemas de comercialización internos y externos, el desarrollo integral de las 
nacionalidades indígenas, pueblos montubios, afro- ecuatorianos y agricultores en general, la 
asociatividad en cadenas y territorios, la normativa y sistemas de sanidad e inocuidad agropecuaria, El 
financiamiento, inversión y uso de seguros para el sector agropecuario, la producción y mercados,  la 
difusión de información, la investigación, transferencia de tecnología y capacitación de los recursos 
humanos, el manejo y conservación de los recursos naturales, la titulación y regularización de tierras, la 
cooperación internacional para el desarrollo del sector agropecuario y el apoyo a productos sensibles del 
sector agropecuario. 
III. Las principales leyes marco analizadas 
Se analizaron cuatro leyes (Ley de Desarrollo Agropecuario, Ley de Gestión ambiental, Ley de Aguas y 
la Ley Forestal) para determinar los Incentivos monetarios, no monetario o de otro tipo. Luego del 
análisis se concluyó que las leyes ecuatorianas poseen mayor número de incentivos que sanciones, lo 
cual significa que son ante todo promotoras de cambio e impulsoras del desarrollo. Se espera bajo estas 
circunstancias que su aplicación y su cumplimiento fuesen amplios. 
IV. Estudio de caso 
El estudio de caso se realizó en la cuenca de la laguna de Mojanda en el cantón Otavalo, que abastece 
alrededor del 60% del agua a la ciudad de Otavalo. La zona de Mojanda tiene una extensión de 12.440 
hectáreas y cuenta con una población de 59,784 habitantes. Las 300 encuestas realizadas se dividieron 
en 68 en la cuenca alta, 154 en la cuenca media y 78 en la cuenca baja, además se hicieron 13 
entrevistas con profesionales y técnicos de la región y se realizó un taller de discusión sobre la temática. 
El 74% de la población tiene como principal fuente de ingreso la agricultura y 52. 2% de los entrevistados 
manifiestan que dedican la producción de sus cultivos al autoconsumo. De acuerdo a las respuestas se 
obtiene que un 52% de los encuestados no vende fuerza de trabajo fuera de la explotación. 
Los niveles de ingresos que expresan los encuestados se ubican de la siguiente manera: Un 14.3% vive 
aproximadamente con un dólar diario (extrema pobreza), 34% recibe aproximadamente tres dólares y 
medio, otro 37% están por debajo de los 6. 6 dólares, de manera que un 94.7% corresponden al estrato 
de ingresos bajos. 
En forma similar a la distribución predominante el país,  predomina el minifundio y la pequeña propiedad 
en la zona. 87.7% de los encuestados tienen parcelas menores de 3 has. 77.3% manifestaron que tienen 
títulos de propiedad, el resto tiene solo posesión de la tierra. Solo el 47.3%  de los entrevistados perciben 
alguna intensidad en la erosión del suelo, al analizar los resultados se observó que el 16.9% consideran 
que ya es grave o severa. 
De acuerdo a las percepciones de los habitantes de la cuenca hay pocos programas gubernamentales 
(75.3%) que contribuyan a mejorar la sostenibilidad y acceso a la tierra, las políticas para el manejo del 
suelo no son satisfactorias  y la mayoría percibe poco potencial de cambio en este tema. 
La explotación del bosque no juega un papel relevante en la economía de las familias de la cuenca, el 
58.3% perciben que no existen programas de reforestación en la cuenca y el 65% manifiestan que no 
hay ninguna ayuda de servicios de apoyo para la explotación forestal. 
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En relación al agua, el 81% de los encuestados percibe que no existe escasez de agua en la comunidad 
durante todo el año, debido a que en la cuenca llueve suficiente. Los usos del agua en la zona de 
acuerdo a las respuestas son: consumo humano (87.7%), consumo animal (40.7%) y riego (18.4%). En 
el caso del agua para riego la situación es inversa. 85% no pagan por su uso, más de dos tercios 
consideran que la infraestructura existente es deficitaria y de mala calidad. La mayoría de los usuarios 
(54.3%) manifiestan estar satisfechos con la medidas tomadas por el gobierno frente al agua, pero solo 
el 42.9% de los encuestados aseguran que pertenecen a una organización dentro de la cuenca. 
Las organizaciones de mayor importancia en la cuenca son: El Cabildo de la comunidad, la Junta de 
Aguas y la Casa Comunal, las autoridades cantorales y el Ministerio de Agricultura. 
V. Relaciones entre el Estado y los ciudadanos rurales 
Las percepciones de los encuestados sobre su relación con el Estado se miden a  través de la valoración 
de las respuestas sobre las interacciones en la prestación de servicios de apoyo para el desarrollo 
sectorial. 
Los encuestados perciben que el Gobierno como representante del Estado, no ofrece ayuda efectiva 
para el desarrollo rural y están insatisfechos frente a la política de fomento a la producción y 
comercialización agrarias. Predomina la idea que el Estado es paternalista, solucionador de problemas y 
del cual los ciudadanos son altamente dependientes. 
Los actores (agricultoras y agricultores, técnicos y profesionales del sector) tienen una idea vaga sobre 
las leyes y reglamentos que el gobierno ha expedido para fomentar el desarrollo rural, ni conocen su 
texto ni están convencidos que se implementen y rindan resultados. 
La categoría “montaña” no aparece en forma explicita ni en las percepciones de los campesinos ni en las 
observaciones de los técnicos, sin embargo, existen continuas  consideraciones sobre la necesidad de 
cuidar el páramo como un ecosistema básico para el mantenimiento del agua. 
La población no percibe que existan suficientes incentivos para impulsar cambios de conducta o 
mecanismos que favorezcan el desarrollo de la rentabilidad y la sostenibilidad en la cuenca. La mayoría 
de los técnicos y profesionales entrevistados no perciben claramente que la normatividad existente 
genere incentivos para el desarrollo agropecuario y para un manejo sostenible de los recursos naturales. 
La  actitud predominante es de alta desconfianza y poca credibilidad ante las acciones del Estado. Es 
una actitud dual: de una parte se cree y espera que el Gobierno soluciones todas las dificultades, pero 
de otra, no se tiene confianza en que se de por la ineficiencia administrativa, la corrupción y la falta de 
una visión común del desarrollo territorial. 
Un 77% de los encuestados manifiesta que no recibe ningún servicio de apoyo del Estado (Valor “0” del 
índice) y cuando reciben alguno, 98 % de los encuestados manifiestan que no pagan por los servicios 
ofrecidos por el Estado y están convencidos que no se debe pagar por ellos. 
El 72.3% de los encuestado manifiestan que no conocen las leyes y reglamentos que tienen que ver con 
el sector rural, lo cual es otro indicativo de la baja articulación entre el Estado y sus ciudadanos del 
campo. Un tercio de la población involucrada en la investigación cree que la ley se aplica con igualdad, 
los otros dos tercios perciben que en la aplicación de la ley hay desigualdades significativas, siendo los 
pobres e indígenas los más afectados negativamente. 
En relación a la existencia de organizaciones para la gestión integral del agua se concluyó que solo el 
27.3% de los encuestados de la cuenca alta manifiestan que sí existen organizaciones a diferencia de 
41.1% en la cuenca media y 40.8% en la cuenca baja. Las organizaciones más nombradas son: el 
Cabildo, la comunidad en forma genérica, las Juntas de aguas, el Municipio y algunas Fundaciones u 
ONGs. Las entidades responsables por la política y la gestión en la cuenca son: Ministerio del Ambiente. 
Ministerio de Agricultura, Consejo Nacional de Recursos Hídricos, Gobiernos provinciales y cantorales y 
en algunas regiones la Corporaciones de Desarrollo. 
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VI. Análisis de resultados 
− Cumplimiento de los objetivos de la política agraria y de recursos naturales 
 No se tiene claridad sobre la forma de implementación eficiente y efectiva de leyes, reglamentos 
y estrategias para el sector agrario y de manejo de los recursos naturales. 
 Las normas y estrategias de política que se formulan revisten un carácter general y son muy 
pocas las que tienen en cuenta las características particulares de las regiones, de los diversos 
grupos étnicos, de campesinos y empresarios del campo, de hombres y mujeres y de 
agricultores orientados a la subsistencia o de aquellos altamente integrados al mercado. 
 El paradigma dominante en las políticas ecuatorianas sigue siendo tratar los asuntos del sector 
en forma sectorial y central, a pesar de que en el discurso político la descentralización ocupa 
lugar importante. 
 La participación de los  destinatarios es muy baja en los procesos de formulación, aprobación y 
ejecución e inexistente en los escasos procesos de evaluación. 
 Las prioridades de las políticas se orientan ante todo al mejoramiento de la productividad de 
determinados bienes, especialmente los exportables y por ende de determinados grupos y muy 
poco a la sostenibilidad de los recursos naturales o a la búsqueda de la equidad. No hay una 
visión común y las acciones se toman más pensando en el corto que en el largo plazo. 
 Un elemento de preocupación es el alto nivel de desconfianza de las relaciones entre los 
ciudadanos rurales y el Estado en sus diferentes niveles. 
 El mercado de servicios de apoyo a la agricultura y demás actividades del desarrollo rural 
permanece muy incipiente y no logra la cobertura necesaria para marcar una diferencia 
significativa en el proceso de desarrollo. 
− El tema de las montañas en la política y las estrategias de desarrollo rural 
 En Ecuador no existe la categoría “montaña” como objeto específico de la política agraria o de 
recursos naturales. Existe desde luego una amplia legislación e institucionalidad que tiene que 
ver con el desarrollo de estos territorios. En el caso del Ecuador hay sin embargo dos temas que 
se pueden analizar y que reflejarían lo que puede ser el tratamiento político hacia estos 
territorios: el páramo y el agua. 
− Impacto de las políticas 
 Los impactos de las políticas y estrategias implementadas por los gobiernos ecuatorianos en las 
últimas décadas no han tenido resultados significativos para la mayoría de la población: la 
pobreza rural se ha incrementado y la degradación de los recursos continúa a las mismas tasas 
tradicionales. Factores determinantes de esta situación han sido: el retiro del Estado en la 
prestación de los servicios de apoyo al desarrollo agrario y territorial, el estancamiento y en 
algunos casos la disminución del presupuesto asignado al sector rural y a las políticas sociales, 
el bajo rendimiento de la gestión pública, los fenómenos de inestabilidad y de corrupción 
reinantes y la baja capacidad de negociación del gobierno ante las condicionalidades de la 
cooperación internacional y de los campesinos e indígenas ante las autoridades. 
 Se encuentran como factores positivos para impulsar un proceso de desarrollo rural territorial en 
Ecuador los siguientes: La megadiversidad; el inicio del proceso de descentralización; la mayor 
incidencia política de las organizaciones indígenas en los últimos años y el mejoramiento de la 
infraestructura; el alto potencial para la explotación agropecuaria sostenible; la disponibilidad de 
inversión de la Cooperación Internacional en el país y la amplia institucionalidad existente en lo 
agrario y ambiental. 
 Como factores negativos o debilidades existentes en el sector se anotan: La falta de consenso 
sobre el papel del sector rural en el desarrollo sostenible del país; los factores estructurales 
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como la mala distribución de la tierra, la pobreza y marginalidad persistentes, la baja escolaridad, 
el bajo grado de organización de la población y últimamente la alta dependencia de las 
transferencias de los migrantes como fuente de ingreso; el bajo desempeño de la administración 
pública  debido a la politización, burocratización y falta de capacitación y de recursos; la 
desconfianza predominante entre los actores; el desconocimiento y poco cumplimento de las 
normas y la persistencia de un alto índice de degradación de los recursos naturales 
Recomendaciones 
Las recomendaciones que dan los mismos agricultores y que se pueden derivar de todo el trabajo son 
las siguientes: 
− Apoyo a procesos de planificación participativa que vayan desarrollando una visión común sobre el 
desarrollo del sector rural.  
− Establecer políticas de Estado mediante el compromiso de los partidos políticos y el acuerdo entre 
legislativo y ejecutivo para orientar las inversiones y las estrategias básicas del sector rural. Estas 
políticas no pueden orientarse sólo hacia la innovación tecnología, sino que deben ser integrales en 
el sentido de buscar la equidad. 
− Favorecer los procesos de integración regional que permitan negociar políticas comerciales y de 
cumplimiento de normas que favorecen el desarrollo rural nacional. 
− -Definir y concertar una estrategia que apoye los procesos de descentralización y fomente la gestión 
del desarrollo territorial. Esto implica capacitar en proceso de planificación y monitoreo y fomentar 
procesos de ordenamiento territorial, gestión del riesgo y gestión integral de cuencas a técnicos y 
profesionales del los gobiernos locales y provinciales. 
− Mediante mayor información y monitoreo y mejor organización de la comunidad, tratar de disminuir la 
brecha entre el discurso político y la práctica de la implantación de las estrategias. Empoderando las 
comunidades en el ejercicio de la ciudadanía, ésta tendrá mayor control sobre las promesas 
electorales y el cumplimiento de planes acordados. 
− Definir estrategias que permitan integrar el flujo de transferencias del exterior a procesos de 
desarrollo local rural. 
− Establecer formas de capacitación y generación de espacios para que se pueda dar una 
participación más efectiva de las comunidades y los demás actores. Acciones en provisión de 
información relevante para la toma de decisiones, capacitación para la interpretación de los 
problemas y sus alternativas de solución y formas de negociación y concertación efectivas. 
− Concertación y ejecución de políticas que mejoren la capacitación, la asistencia técnica y el nivel de 
información de las comunidades. Estas medidas se deben complementar con medidas de 
capacitación a los funcionarios públicos para que mejoren su desempeño gerencial. 
− Impulso a programas de crédito para los jóvenes y adultos campesinos, de tal forma que se 
favorezca la creación y desarrollo de pequeñas y medianas empresas rurales. 
− Mejoramiento de la infraestructura vial y apoyo a la comercialización agropecuaria. 
− Establecimiento de programas para el fortalecimiento institucional, especialmente en manejo de 
recursos naturales y medioambiente. 
− Programa efectivo para legalización de la propiedad. 
− Mejoramiento del acceso y uso de agua para riego. 
− Incentivos para ampliar las mingas, mejorar la participación e impulsar la organización comunal. 
− Programas de educación ambiental, cuidado del páramo, reforestación y gestión de cuencas. 
− Programa de apoyo al ecoturismo. 
